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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 31/2022-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

JUNTA DIRECTIVA DE LA DIRECCIÓN DE

PENSIONES DEL ESTADO Y OTRA.
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR

San Luis Potosí, S.L.P., veinticuatro de agosto de dos mil veintidós. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 31/2022-3 promovido por **********contra actos de la Junta Directiva de la Dirección General de Pensiones del Estado y del  Director de Pensiones del Gobierno del Estado; y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha diecinueve de enero  de dos mil veintidós, compareció **********señalando como autoridades demandadas a  la Junta Directiva de la Dirección General de Pensiones del Estado y al Director de Pensiones del Gobierno del Estado; por la nulidad del siguiente acto: 
“El acuerdo emitido por la Junta Directiva de la Dirección General de Pensiones del Estado en sesión ordinaria de 25 de octubre del año 2021”

“2.- El oficio ********** de 10 de noviembre del año 2021, mediante el cual se me notifica el acuerdo emitido por la Junta Directiva de la Dirección General de Pensiones del Estado en sesión ordinaria de 25 de octubre del año 2021.”
II.- Por auto de fecha treinta y uno de enero de dos mil veintidós, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
III.-Por auto de fecha catorce de marzo de dos mil veintidós, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía; y se ordenó dar vista a la actora para que ampliara su escrito de demanda, con apercibimiento, toda vez que de la contestación de la demanda se introdujeron cuestiones que pudieran no ser conocidas por la parte actora al presentar la demanda; se admitieron las pruebas ofrecidas
IV.- Por auto de fecha doce de abril de dos mil veintidós, se admitió la ampliación de demanda, se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
V.- Por proveído de fecha tres de mayo de dos mil veintidós, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación de ampliación de demanda para que manifestara lo que a su derecho correspondía y se fijó fecha y hora para la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
VI.- Con fecha treinta de mayo de dos mil veintidós, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la asistencia de la delegada de las autoridades demandadas; el Secretario de Acuerdos dio cuenta con el escrito de demanda e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar: en etapa de alegatos; se dio cuenta de que fueron formulados por  la parte actora; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9° fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el caso de este expediente, al tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad del Poder Ejecutivo Estatal, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el original del acto impugnado que obra en fojas 24 a la 32  de este sumario. 
La personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, el Director General de la Dirección de Pensiones del Estado y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones, se acreditó con la copia certificada del nombramiento que obra en fojas 72 de este sumario, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Las documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.

TERCERO.- La litis de la presente controversia, consiste según lo  señalado por la actora en su escrito inicial de demanda en determinar la legalidad o ilegalidad del Acuerdo emitido por la Junta Directiva de la Dirección General de Pensiones del Estado en Sesión Ordinaria de 25 de octubre del año 2021, contenido en el oficio ********** de fecha 10 de noviembre de 2021 y su notificación.

Acuerdo de referencia, emitido por  la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, da contestación al escrito de fecha 19 de octubre  de 2021 que le fue presentado por la hoy actora, mediante el cual informa que resulta improcedente, lo que solicita  respecto de lo siguiente: 

“…se le apoye para darle solución favorable a la PENSION DE SU CONCUBINO (…) quien se encuentra desaparecido desde el 20 DE MARZO DEL 2010 y que no se ha podido resolver este asunto, aun ya teniendo la sentencia de declaración de ausencia.”
Del escrito de ampliación de demanda, lo constituyen las  argumentaciones que hace valer respecto de la contestación de la ampliación de demanda, y los argumentados  en cada uno de los conceptos de impugnación señalados en su escrito inicial de demanda.
Acto el cual fue exhibido por la parte accionante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, conforme a lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En ese tenor, las autoridades demandadas el Director General de la Dirección de Pensiones del Estado y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la citada Dirección, al momento de producir su respectiva contestación de demanda que obra en fojas 56 a la 71 de este sumario, hicieron valer la  excepción “Falta de acción y Derecho”; que basa en que la parte actora no tiene ningún derecho para demandar el reconocimiento de antigüedad en él y que el acto impugnado se encuentra legal ya que esa autoridad está impedida legalmente  de otorgar pensión y demás prestaciones reclamadas a quien no cumpla con los requisitos previstos en la ley.

Asimismo opusieron en su escrito de  contestación de la ampliación de demanda visible en fojas 617 a la 633 de este sumario, la  excepción “Falta de acción y Derecho”; que basa en que la parte actora no tiene ningún derecho para demandar el reconocimiento de antigüedad.
A ese respecto, cabe señalar que dichas excepciones deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustentan, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio, esto es, constituyen la materia del asunto, estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía; No. Registro: 187973, Novena Época, Jurisprudencia, Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.
QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación en su escrito inicial de demanda que se advierten en fojas 3 a la 10 de este sumario, argumentos que no se trascriben y por economía procesal se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Asimismo hizo valer los conceptos de impugnación que se  advierten en su escrito de ampliación de demanda visibles en fojas 606 y 606 de este expediente, argumentos que no se trascriben y por economía procesal se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia  de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Esta Sala Unitaria estima necesario precisar, que a efecto de respetar el principio de completitud en la impartición de justicia, propio de la garantía consagrada en el artículo 17 Constitucional, en el que se establece que siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales; aunado a que, al emitir la sentencia, es obligación de este Tribunal examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquéllos que permitan declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento; por lo que, el estudio de los conceptos de impugnación de la actora en su escrito de demanda, se estudiarán tomando en consideración para estudio preferente aquéllos que le otorguen mayor beneficio.

Sirve de sustento a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia visible en Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.”

Precisado lo anterior, se procede al estudio y resolución de fondo  de los conceptos de impugnación que hace valer la promovente en su escrito inicial de demanda, los que se analizan en forma conjunta por estar vinculados entre sí en cuanto a las violaciones que aluden, mismos que se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.

Apoya lo antes dicho la Tesis Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito, Registro 2011406, Décima Época,  Publicación: viernes 08 de abril de 2016, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso...”

Conceptos de impugnación que en la parte que interesa refieren:

 “PRIMERO.- QUE UN ACTO DE AUTORIDAD SE EMITA A LOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES Y LEGALES DE FUNDAMENTACION Y MOTIVACION ES CAUSA SUFICIENTE PARA DECRETAR LA NULIDAD TOTAL.- En efecto, de conformidad con el artículo 16 de la Constitución (…),todo acto que se emita por autoridad deberá estar fundado y motivado, (…). Sin embargo, la resolución que ahora se combate no ocurrió así, ya que la enjuiciada únicamente se dedicó a plasmar norma que según son aplicables, sin que hiciera un razonamiento lógico jurídico para determinar la razón y las circunstancias por las cuales no es procedente el otorgamiento de la pensión que solicitó. Así, dicho numeral es preciso en señalar que (…).”
“…Derivada de la obligación a que eluden los dispositivos en cita, debe señalarse que la resolución combatida no cumple con las formalidades establecidas en la ley para la emisión de un acto administrativo, ello es así, porque del mismo se desprende que fue emitido con una indebida motivación y fundamentación.”
“TERCERO.- (…).”
“…Conforme a lo anterior, es evidente la carencia de una debida fundamentación y motivación en virtud de que la suscrita no pretendo cobrar los años cotizados por mi difunto esposo, más bien lo que estoy solicitando es el otorgamiento de una pensión como beneficiaria de mi concubino, ahora que el artículo 83 de la Ley de Pensiones refiere lo siguiente (…).”

“Del anterior artículo se desprende que dicho artículo habla de las pensiones caídas, devolución de descuento, los intereses y cualquier otra prestación prescribirán en tres años, mas no refiere o contempla las cotizaciones que realizado mi concubino, si no que mi pretensión es que se me otorgue una pensión por ser beneficiaria de mi concubino a partir del día siguiente de la desaparición de mi concubino, por lo tanto es importante la determinación tomada en el acuerdo número CUARTO de resolución administrativa impugnada.”
“…Además (…), por lo tanto, mi derecho a solicitar una pensión no ha prescrito, como también las aportaciones por concepto de pensión que realizo mi concubino, mas no así los montos vencidos u otros, sirve de fundamentación los siguientes criterios: (…).”
“CUARTO.- La resolución que se combate es violatoria a los derechos humanos, concretamente al derecho a la seguridad social establecidos en el artículo 123 de la Constitución (…), artículos 22 y 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 9 del Pacto Internacional de Derechos Económicos y Sociales y Culturales (…).”
“Tratando (…), Por lo anterior es evidente que se incurrió en una  violación al derecho a la seguridad social y que dentro de ese derecho se encuentra el derecho a una pensión, con la finalidad de garantizarle una tranquilidad a las personas que se encuentran cotizando a la dependencia ahora demandada y que al llegar a cierto número de años puedan vivir con dignidad.”

“…Si bien, mi concubino tenía tres embargos por concepto de pensiones alimenticias, indebidamente la responsable omitió requerir a la autoridad competente por las aportaciones correspondiente que  legalmente corresponde al fondo de pensiones, si bien las pensiones alimenticias se deberán de retener a partir del sueldo que resulte de las deducciones que por ley se tienen que hacer y que entre uno de esos  conceptos se encuentra las aportaciones por concepto de fondo a las pensiones, es evidente que se ha transgredido el derecho a la seguridad social de mi concubino, que trajo como consecuencia la trasgresión a los derechos de sus beneficiarios, esto es a que la suscrita no pueda gozar de una pensión por desaparición de mi concubino…”
“QUINTO.- La resolución  que se combate es violatoria a los derechos humanos, concretamente al derecho a la seguridad social establecidos en el artículos 1°, 123, 133 de la Constitución Política de (…).”
“…Ahora bien, se desprende de dicho tratado que en materia de jubilaciones se debe de garantizar a los sobrevivientes del trabajador, en este caso la suscrita soy beneficiaria de mi difunto concubino, por lo que resultan aplicable (sic) los artículos contenidos en la PARTE X PRESTACIONES DE SOBREVIVIENTES que contienen los artículo 59, 60, 61 62, 63 y 64 del Convenio número 102 de la Organización Internacional del Trabajo…” 
Del estudio de los conceptos de impugnación citados, se determina que resultan fundados y suficientes, para determinar la ilegalidad y nulidad del acto impugnado.
Lo anterior es así, toda vez que se advierte que la autoridad demandada al emitir el Acuerdo de fecha 25 de octubre del año 2021, en Sesión Ordinaria que le fue dado a conocer a la hoy actora mediante el oficio 3953/2021, fue  omisa en atender los artículos 7°, 9°, 22, 23, 24, 25, 26,  27, 69, 70 y 72, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, numerales que literalmente disponen lo siguiente:
“Artículo 7º. Los pagadores y en general todos los encargados de cubrir sueldos al personal sujeto a esta Ley, están obligados a efectuar los descuentos que la Dirección de Pensiones les solicite por adeudos de los trabajadores, siendo responsables en caso de no hacerlo, en términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí. 
También tendrán la obligación de remitir a la propia Dirección las nóminas y recibos en que figuren los descuentos, dentro de los cinco días siguientes a la quincena en que deba hacerse, y a expedir los certificados o informes que se les soliciten. De no efectuarlos, la Dirección de Pensiones podrá amonestarlos para que den cumplimiento en el término de veinticuatro horas, en caso de no hacerlo o si se tratará de una conducta reincidente, se podrá sancionar a la oficina responsable con una multa hasta por el 5 porciento del importe de las cantidades dejadas de descontar, multa que hará efectiva la Secretaría de Finanzas del Estado, independientemente de la responsabilidad a que la persona que haya incurrido en la omisión se haya hecho acreedora. 
“Artículo  9º. La Dirección de Pensiones formulará el censo general de trabajadores en servicio, y cuidará de registrar las altas y las bajas que tengan lugar, para que dicho censo se mantenga al corriente y sirva de base para formular las liquidaciones relativas a los descuentos de los sueldos de los trabajadores, para la constitución de cada fondo con las aportaciones de la administración pública estatal, o municipal en su caso, así como para regular el derecho de los servidores públicos a los beneficios de la presente Ley. 
“Artículo 22. El descuento a los trabajadores para el fortalecimiento de cada fondo podrá ser hasta el catorce por ciento del sueldo, sin tomar en consideración su edad; por lo que se refiere a las prestaciones que comprende los diversos conceptos a cotizar, quedarán reguladas en el reglamento de cada uno de los grupos cotizadores. 
“Los trabajadores que desempeñen dos o más empleos en las instituciones de la administración pública estatal, o municipal, en su caso, cubrirán el descuento establecido en este artículo sobre el total de los sueldos efectivamente percibidos. 
“Artículo  23. Las aportaciones para cada fondo con que deben contribuir las instituciones de la administración pública estatal o municipal, en su caso, serán en la misma proporción que los descuentos que los trabajadores aportan. Cuando se trate de servicios sostenidos con aportaciones al gobierno federal y local, las que correspondan al gobierno federal serán cubiertas por el Estado. 
“Adicionalmente, y para ser utilizado en forma exclusiva en el otorgamiento de créditos hipotecarios a los servidores públicos al servicio del Gobierno del Estado, éste aportará un cinco por ciento del total del sueldo base que perciba su personal. 
“Este recurso podrá ser utilizado para el pago de pensiones del sector al que corresponda, siempre que se deje a salvo el monto suficiente para continuar con el otorgamiento de dichos créditos a los trabajadores en activo. Los derechohabientes no adquirirán ningún derecho personal o colectivo sobre estos recursos, salvo los previstos en este párrafo.
“Artículo 24. Los tesoreros o pagadores de las instituciones a que se refiere el artículo anterior, entregarán quincenalmente los porcentajes de los artículos 22 y 23 a la Dirección de Pensiones, sobre los sueldos de los trabajadores comprendidos en esta Ley, correspondiente al descuento obligatorio destinado al fondo de pensión, así como el importe de los descuentos que la Dirección de Pensiones les ordene se hagan a los trabajadores por otros adeudos en la propia Dirección de Pensiones.
“Artículo 25. Cuando por cualquier motivo no se hubieren hecho a los trabajadores los descuentos procedentes conforme a esta Ley, la Dirección de Pensiones acordará, a petición de los mismos realizarlos, los cuales podrán ser hasta de un cincuenta por ciento de los sueldos mientras el adeudo no esté totalmente cubierto. 
“Artículo 26. Los trabajadores que ingresen al servicio cumpliendo los requisitos establecidos por la institución respectiva, quedarán sujetos a los descuentos para los fondos, y tendrán derecho a recibir todos los beneficios que esta Ley y el reglamento correspondiente conceden. 
“Artículo 27. Los encargados de hacer pagos a los trabajadores contribuyentes a los fondos, están obligados a efectuar los descuentos que les ordene la Dirección de Pensiones, en los quince días siguientes a partir de su notificación.
“Artículo  28. Si llegare a ocurrir en cualquier tiempo que los recursos de uno o varios de los fondos no bastaren para cubrir las prestaciones de los trabajadores conforme a esta Ley, el déficit que hubiere será cubierto por las instituciones de administración pública estatal, o municipal en su caso.” 

Artículo 69. Tienen derecho a pensión: 
“…IV. Los beneficiarios del trabajador, en activo y con derecho a pensión, que hubiere desaparecido por más de un mes sin que se tengan noticias de su paradero, de acuerdo a los requisitos y condiciones establecidas en la presente Ley, y

“…V. Los deudos de los trabajadores a que se refiere el artículo 52 fracción IV de esta Ley, si fallecieren éstos antes de habérseles pensionado. 
“Artículo 70. Las pensiones a que se refiere el artículo anterior únicamente serán otorgadas a los deudos del trabajador en el orden siguiente: 
“…III. La concubina o el concubinario tendrán los derechos reservados al cónyuge, si concurren las circunstancias siguientes: 
a). Que tanto el trabajador como el concubinario hayan permanecido libres de matrimonio durante el concubinato, 
y b). Que el trabajador contribuyente al fondo haya vivido con el concubinario los cinco años que precedieron inmediatamente a su muerte. 
Si al morir el trabajador tenía varias concubinas o concubinos, y éstos demuestran que se encuentran en las circunstancias señaladas en los incisos a), y b) anteriores, se estará a lo dispuesto en el Código Familiar del Estado. 
“Se observará lo conducente, en el caso de beneficiarios del trabajador que hubiere desaparecido de su domicilio por más de un mes sin que se tengan noticias de su paradero.” 
“Artículo  72. Si un trabajador pensionado desapareciere de su domicilio por más de un mes sin que se tengan noticias de su paradero, quienes tuvieran derecho a la transmisión de la pensión podrán solicitar que se les transfiera con el carácter de provisional, en los términos del artículo 77 fracción VI y con solo la comprobación de la desaparición y de su parentesco, sin que sea necesario promover diligencias de declaración de ausencia. Si el pensionista llegare a presentarse tendrá derecho a recibir las diferencias entre el monto de la pensión y la parte entregada a sus beneficiarios. Si se comprueba el fallecimiento del pensionista, la transmisión tendrá el carácter de definitiva. 
“En el caso del trabajador en activo y con derecho a pensión, que hubiere desaparecido de su domicilio por más de un mes sin que se tenga noticias de su paradero, el derechohabiente de aquél podrá solicitar que se le pague con el carácter dé provisional la pensión, tan pronto presente la denuncia ante el Ministerio Público, se gire la orden de pesquisas y demuestre su derecho a la pensión en los términos de la presente Ley; supuesto en el cual la Dirección de Pensiones queda relevada de responsabilidad alguna. Si el trabajador llegare a presentarse podrá recibir el pago de la pensión, descontando la parte entregada al beneficiario; o bien, de ser procedente, reintegrarse al servicio y seguir cotizando al fondo respectivo, descontándose la parte que se entregó al beneficiario. 
“Una vez resueltas las diligencias que declaren la ausencia del trabajador o comprobado el fallecimiento del mismo, el pago del recurso tendrá el carácter de definitivo. 
(lo resaltado es nuestro)

Normatividad de la cual se desprende que, establece de forma clara y precisa la obligación que tiene la Dirección de Pensiones de vigilar el exacto cumplimiento de los descuentos para los fondos de pensiones, efectuados sobre los sueldos de los trabajadores comprendidos en esa Ley,  por parte de los encargados de hacer pagos a los trabajadores contribuyentes a los fondos, descuentos que son de carácter obligatorio destinado al fondo de pensión, el cual en caso de no efectuarlos, la Dirección de Pensiones debe requerir y amonestar para que su cumplimiento, para regular el derecho de los servidores públicos a los beneficios de esa Ley; así como se tiene que regulan el derecho para obtener una pensión, a los beneficiarios del trabajador en activo y con derecho a pensión, en el que se encuentra el supuesto en el trabajador en activo hubiere desaparecido por más de un mes sin que se tengan noticias de su paradero, de acuerdo a los requisitos y condiciones establecidas en la ley en comento y los deudos de los trabajadores, disposiciones legales que la autoridad demandada no observo y considero en el asunto que nos ocupa.
Así mismo se aprecia que fue omisa en atender el principio de Seguridad social que se contiene en el numeral 123, apartado B, fracción XI, inciso a) de la Constitución Federal reconoce las bases mínimas de seguridad social para los trabajadores al servicio de Estado, que señala: 
“Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley. (…).”

“…El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales regirán:
“B. Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores:
“…XI. 
La seguridad social se organizará conforme a las siguientes bases mínimas:
“…a) 
Cubrirá los accidentes y enfermedades profesionales; las enfermedades no profesionales y maternidad; y la jubilación, la invalidez, vejez y muerte.
Artículo que instituye las bases mínimas de seguridad social para los trabajadores al servicio del Estado, contenidas en el principio de previsión y seguridad social, que obliga a establecer un sistema íntegro que otorgue tranquilidad y bienestar personal a los trabajadores y a su familia, ante los riesgos a los que se encuentran expuestos; entre el que se contempla el derecho al disfrute de una pensión, con la certeza de que al cotizar al fondo de pensiones establecidas como obligatorias en una normatividad, tendrá derecho a recibir ese beneficio o sus beneficiarios.
Principio de seguridad social para los trabajadores al servicio del Estado, contenido en la Constitución Federal como un derecho humano,  con el fin de procurar el mejoramiento del nivel de vida de los trabajadores y sus familiares, que adopta bases mínimas de seguridad social con igual propósito, en el entendido de que éstas pueden ampliarse, pero nunca restringirse.
En ese tenor, y en el caso que nos ocupa,  la seguridad social para los trabajadores al servicio del Estado incluye la pensión por años de servicios y el caso que en que el  trabajador que hubiere desaparecido de su domicilio por más de un mes sin que se tengan noticias de su paradero, mismas que no pueden ser privadas  a sus beneficiarios, pues de hacerlo  se le restringe el derecho a subsistir dignamente, máxime cuando tal pensión en la mayoría de los casos constituye su única fuente de ingreso.
Bajo esa premisa, debe sostenerse por esta Sala Unitaria, que la autoridad demandada, de forma indebida restringió el derecho a ser pensionado del entonces trabajador al servicio del Estado ********** que se encontraba en activo previo a su desaparición y con derecho a pensión,  y por ende vulnero en su perjuicio y de sus beneficiarios el principio de seguridad social a que tenía derecho, desde el momento en que acepto la cancelación del descuento de pensión del derechohabiente que le fue informado mediante  el oficio ********** con fecha 24 de noviembre de 2008.
En efecto, resulta incorrecta los argumentos en que se funda la demandada para determinar la improcedencia del acto reclamado, respecto de que el C. ********** al momento de su desaparición no se encontraba cotizando ante dicha autoridad, siendo su última cotización del 15 de noviembre de 2008, y que no ostentaba el carácter de derecho habiente ante la Dirección de Pensiones del Estado al momento en que ocurrieron los hechos, además de que tampoco cuenta con los 15 años cotizados que exige la ley para sus beneficiarios tengan derecho a una pensión, y que a la Dirección de Pensiones recibió el oficio ********** con fecha 24 de noviembre de 2008, en el cual le informaron que el C. **********cuenta con tres embargos por concepto de pensión alimenticia, y que el descuento denominado PENSIONES  había sido cancelado, y por tal razón no cotizo al fondo  de la Dirección de Pensiones hasta el año 2010 y con ello no se puede acceder a ningún beneficio, y que dicha situación nunca fu impugnada por el trabajador, quien nunca hizo ninguna manifestación ante esa autoridad para regularizar y/o inconformase que era una acción  que compete a la actora.

Siendo que resultan ilegales dichas afirmaciones ya que no es impedimento la existencia del oficio ********** de fecha 24 de noviembre de 2008, cuyo contenido se puede apreciar en este procedimiento al ser aportada por la autoridad demandada en copia certificada visible en fojas 160 de este sumario, que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones; para negar a la hoy actora su derecho a la pensión  como concubina y a la seguridad social que ostenta como beneficiaria a la pensión como probable deudora alimenticia, en razón que si bien es cierto que la documental de referencia, en su texto se informa por parte del Director de Control presupuestal del Departamento de Nominas de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, que el descuento denominado “PENSIONES”  a nombre de **********, había sido cancelado en virtud de que el empleado, cuenta con tres embargos al sueldo por concepto de pensiones Alimenticia, lo cierto es que dicha cuestión, resulta contrario al derecho del trabajador, ya que es obligación de la Dirección de Pensiones vigilar el exacto cumplimiento de los descuentos para los fondos de pensiones, efectuados sobre los sueldos de los trabajadores comprendidos en esa Ley,  por parte de los encargados de hacer pagos a los trabajadores contribuyentes a los fondos, descuentos que no son renunciables ni condicionados, sino son de carácter obligatorio destinado al fondo de pensión, por lo que al advertir la información que le restringía el derecho al derechohabiente en perjuicio del fondo de pensiones, debió como era su obligación requerir para su cumplimiento, lo cual no  ocurrió en el caso que nos ocupa, y  por consecuencia al no hacerlo realizado, causo un perjuicio a la Dirección de Pensiones y limito de manera ilegal el derecho de pensión al derechohabiente y sus beneficiarios.
Por tanto resulta inexacta la afirmación que hace de que correspondía al derechohabiente inconformarse por esa cancelación, pues es un acto que corresponde salvaguardar a la Dirección de Pensiones, para garantizar el respeto al derecho del trabajador en activo y el fondo de pensiones que protege en derechos de todos los derechohabientes, pues no debió aprobar que el **********estuviera en activo como trabajador del Estado, sin cotizar al fondo de pensiones, primero por ser carácter obligatorio, y segundo por constituir un derecho regulado por la autoridad demandada para garantizar el bienestar futuro de todos  los servidores públicos y a los beneficiarios del trabajador, en activo y con derecho a pensión.
Bajo ese contexto, si la autoridad demandada permitió en contravención a la normatividad dicha situación en perjuicio del trabajador en activo y sus beneficiarios y del fondo de pensiones, no es posible sostener la legalidad del mismo por la existencia del oficio en cuestión, por lo que su  argumentación de que no cotizo al fondo de la Dirección de Pensiones sustentando en el oficio de referencia y que con ello no se puede acceder a ningún beneficio, resulta ilegal.
Igualmente, resulta ilegal la improcedencia decretada en el acto impugnado, a virtud de que si bien se obtiene que el derechohabiente  **********, no reunió los 15 años que establece la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, ya que al momento de su desaparición tenía 14 años 03 meses 15 días de tiempo efectivamente cotizado, comprendido del 01 de agosto de 1994 hasta el 15 de noviembre de 2008, fecha de su última cotización al fondo; también lo es que debe atenderse a los razonamientos reseñados con anterioridad, dado que si le fue restringido su derecho y permitido por dicha autoridad no podía cotizar aun estando en activo; en concordancia que tratándose de desaparición del derechohabiente debe estar a lo que se establece los artículos 52 fracciones IV y V, ultimo párrafo,  69 fracciones IV y V último párrafo y 72, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, transcritos con anterioridad en este considerando, de los que se obtiene que si el derechohabiente estando en activo despareció el 20 de marzo de 2010, sin que a la fecha se hayan tenido  noticias de su paradero, le corresponde se le otorgue el beneficio de una pensión de acuerdo a los términos del articulo 69 fracciones IV y V último párrafo,  de la ley de la materia, en razón de que la desaparición que ha quedado declarada y acreditada en este juicio con las copias del  expediente ********** relativo al Procedimiento de Jurisdicción Voluntaria, medidas provisionales para declaración de ausencia, tramitado en  el Juzgado primero Familiar del sexto distrito Judicial del Estado, visibles en fojas 378 a la 549 de este sumario que hacen prueba plena para acreditar lo inserto en ellas conforme los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.

Máxime que, del contenido del artículo 69, fracción lV, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, se advierte que la pensión otorgada por la desaparición del trabajador en activo, es una prestación que sólo puede otorgarse previa satisfacción de determinados requisitos, supuesto en el cual resulta evidente que no se trata de una concesión gratuita, otorgada por el Estado, sino un derecho creado y consolidado durante la vida laboral de los trabajadores, con las aportaciones que, en teoría deben garantizar una subsistencia digna para sus beneficiarios, para cuando ya no esté en posibilidad de desempeño laboral,  a virtud de que el trabajador contribuyó al fondo de pensiones y se encontraba en activo, para que sus beneficiarios gocen de ese derecho, sin que deba perderse se vista que la subsistencia de éstos dependerá de ese único ingreso.

Por lo que la respuesta de improcedencia de otorgar la pensión a los beneficiarios del derechohabiente de nombre **********, contenida en el Acuerdo impugnado, al no reconocer la pensión que se debe otorgar al derechohabiente de aquel por la desaparición del trabajador en activo, constituye una violación material y formal del procedimiento que afecta las defensas de la accionante como beneficiaria, que contraviene los derechos humanos y las garantías de legalidad que constituyen la debida fundamentación y motivación, y viola el principio de la previsión y seguridad social, en demerito de sus derechos humanos y las garantías contenidas en los artículos 14, 16, 17 y 123, apartado B, fracción XI, inciso a) y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, e incumple los artículos 2°, 7°, 9°, 22, 23, 24, 25, 26,  27, 69 fracciones IV y V último párrafo, 70, 72 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí.
En esa tesitura, resulta ilegal el Acuerdo emitido por la Junta Directiva de la Dirección General de Pensiones del Estado en Sesión Ordinaria de 25 de octubre del año 2021, que le fue dado a conocer a la actora mediante el oficio ********** de fecha 10 de noviembre de 2021,  toda vez que fueron emitidos indebidamente fundados y motivados, de acuerdo a los razonamientos antes señalados.

Sirve de apoyo de lo anterior el criterio sustentado por la Novena Época, No. Registro: 194798, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, IX, Enero de 1999, Materia(s): Común, Tesis: VI.2o. J/123, Página:   660, que dice: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO EXISTE CUANDO EL ACTO NO SE ADECUA A LA NORMA EN QUE SE APOYA. Todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, de manera que si los motivos o causas que tomó en cuenta el juzgador para dictar un proveído, no se adecuan a la hipótesis de la norma en que pretende apoyarse, no se cumple con el requisito de fundamentación y motivación que exige el artículo 16 constitucional, por tanto, el acto reclamado es violatorio de garantías. 

No pasa inadvertido por esta Sala Unitaria, que en el oficio SF-DCP/NM/076/2008 de fecha 24 de noviembre de 2008, se señalan la existencia de deudores alimentarios, los cuales constituyen beneficiarios a la pensión del derechohabiente de nombre **********, lo que genera  posibles derechos  que no pueden ser violados por dicha autoridad al momento de emitir la respuesta a la hoy actora en su petición, por tanto a efecto de no vulnerar los derechos humanos que les atañen, de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, previstos en los artículos 14, 16 y 17 Constitucionales, que establecen que es obligatorio que las autoridades demandadas previamente a la emisión del acto recurrido que implica la privación de derechos de la demandante, den oportunidad para que exponga lo que considere pertinente en defensa de sus intereses.
En tal orden de ideas, tenemos que la garantía de audiencia al constituir un derecho humano, en el ámbito de su competencia se encuentra obligada de promover, respetar, proteger y garantizar, en términos del tercer párrafo del artículo 1° Constitucional.

A ese respecto debe señalarse que si bien la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, no prevé un procedimiento administrativo que prevea la garantía de audiencia y le seguridad jurídica, para tal efecto, ese no es obstáculo para omitirlo; ya que resulta indispensable para determinar a los beneficiarios y/o deudores alimentarios a quien se decrete otorgar la pensión,  conforme a la normatividad aplicable.

Así las cosas, en la especie se actualiza la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la ilegalidad del acto impugnado cuando se dicta en contravención a las disposiciones legales aplicables, toda vez que del estudio del presente asunto se demostró que carece de la debida fundamentación y motivación, e incumple además con los requisitos formales exigidos por las leyes referidas; situación que deja en estado de indefensión e incertidumbre a la parte actora, pues se ha justificado que se transgredieron, los derechos humanos y las garantías de legalidad y seguridad social.
Por lo que la autoridad demandada deberá emitir  una nueva respuesta a la solicitud que le fue planteada por la actora  mediante el escrito recibido en esa Dirección el día **********, debidamente fundada y motivada, en la que cumpla con la obligación otorgar la pensión a que se refiere los artículos 69 fracciones IV y V último párrafo, 70, 72 de la Ley de Pensiones y  Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, a los beneficiarios que pudieran tener el derecho de recibirla conforme a la ley de la materia.
En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar y decreta, la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en: el Acuerdo emitido por la Junta Directiva de la Dirección General de Pensiones del Estado en Sesión Ordinaria de 25 de octubre del año 2021, contenido en el oficio ********** de fecha 10 de noviembre de 2021, decretándose por consecuencia, la NULIDAD del mismo de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia. 
En ese sentido, con fundamento en lo establecido por los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, a fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos; se ordena a la autoridad demandada, los  efectos siguientes: 

1.-  Emita una nueva resolución debidamente fundada y motivada; atendiendo a los lineamientos de esta sentencia, en la que declare procedente otorgar la pensión del derechohabiente de nombre **********conforme los artículos 69 fracciones IV y V último párrafo, 70, 72 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, a los posibles beneficiarios y deudores alimentarios existentes, observando la garantía de audiencia y seguridad jurídica conforme las probanzas que aporte la hoy actora y los posibles beneficiarios y deudores alimentarios existentes, inclusive tomando en cuenta las diversas pruebas ofrecidas en este juicio de nulidad y, en caso de considerarlo necesario, con apego a derecho, solicitar los documentos o allegarse de más elementos probatorios que le permitan emitir la resolución respectiva, a efecto de no vulnerar los derechos humanos que les atañen, de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, previstos en los artículos 14, 16 y 17 Constitucionales, que establecen que es obligatorio que las autoridades demandadas previamente a la emisión del acto recurrido que implica la privación de derechos de la demandante, den oportunidad para que exponga lo que considere pertinente en defensa de sus intereses.
2.- Informar a este Tribunal sobre dicho cumplimiento y, acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto.
Con base en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada o bien a la autoridad que deba cumplirla, que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que procedan.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, la NULIDAD del mismo, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-
Rubricas.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

